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Exp.- 1172/2019

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 1172/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ********** 

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO; SECRETARIO DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO; SECRETARIO DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO; Y EL C. **********, EN SU CARÁCTER DE INSPECTOR  ADSCRITO A LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a diecisiete de marzo del dos mil veinte.
V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1172/2019/2, promovido por la C. **********, en contra de actos del Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado; Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado; Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado; y el C. **********, en su carácter de Inspector adscrito a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de las autoridades de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes señaladas al rubro de la presente resolución, así como del Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado, en contra de los actos consistentes en: 

“1. La emisión del acta de retiro de vehículo no concesionario con folio ********** DE FECHA 24 DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL 2019, emitida por el personal adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, el Servidor Público **********, con número de gafete **********, cuyo domicilio desconozco”

“2.- La infracción con número de folio **********, DE FECHA 24 DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL 2019, emitida por el C. **********, quien supuestamente y sin identificarse ante el promovente de este juicio, dice ser DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI”

“3.- El cobro amparado con el recibo de pago con número de folio: **********, expedida por la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en fecha 25 de septiembre del 2019, misma que deriva del acta de retiro de vehículo y boleta de infracción impugnada en el primero y segundo punto respectivamente del presente capítulo.”

2.- Mediante auto de fecha siete de noviembre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a las autoridades demandadas para que dentro del término de diez días hábiles contados a partir del día hábil siguiente a aquel en que surtiera efectos su notificación contestaran lo que a su derecho conviniera; así mismo se dio vista al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, como superior jerárquico de las autoridades demandadas, para su conocimiento y efectos legales conducentes.
3.- Mediante auto de fecha diez de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo al C. Marcos Efrén Gutiérrez Navarro, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado,  por contestando la demanda y, con copia simple de la referida contestación y de sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales conducentes. 
Por otra parte se tuvo a los CC. **********, quienes se ostentaron respectivamente como: Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Director de Gestión Jurídica de la citada Secretaría, e Inspector habilitado de la referida Secretaria de Comunicaciones y Transportes, por precluido su derecho para contestar la demanda, y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario.

Por otra parte, se tuvo a la parte actora por admitidas las documentales consistentes en:

· Copia fotostática simple del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, con folio ********** de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve; 
· Copia fotostática simple del oficio con número de folio **********, de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve; 
· Impresión del recibo de pago con folio **********, de fecha veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve, expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado;
· Copias fotostáticas simples de los gafetes de trabajo, expedidos por el **********, a favor de **********;
· Original de las cartas de servicios expedidas por el **********, con números **********, expedidas a favor de **********;
· La instrumental de actuaciones; y,
· La presuncional legal y humana.

Por otra parte, y respecto a la diversa autoridad demandada Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la citada Secretaría, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:
· La instrumental de actuaciones; y,
· La presuncional legal y humana.

Por último, se señalaron las diez horas del veintisiete de enero del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

4.-  En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en el presente juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza las pruebas documentales ofrecidas en tiempo por las partes, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos, se certificó que ninguna de las partes los formuló; se dio por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter administrativo suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio. 
En lo que respecta a la C. **********, la personalidad y acción de nulidad que ejercita en la presente vía contenciosa administrativa, por una parte, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que su comparecencia a juicio es por su propio derecho, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y por lo que respecta a su acción de nulidad ésta resulta procedente en razón de la afectación que manifiesta resentir la parte actora al impugnar los actos que han quedado descritos en el apartado identificado con el número 1 de los Resultandos de la presente sentencia, al referir en el primero de ellos -Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario-, con número de folio **********, documental que obra a fojas 16 y 17 del expediente en el que se actúa, que fue detenida su circulación en el vehículo marca **********, con placas de circulación ********** de su propiedad, además de que en el segundo de los actos impugnados, visible a foja 18 del expediente en el que se actúa, se menciona que le cobren una infracción consistente en TRESCIENTAS UMA(s), derivada del Acta de Retiro de Vehículo NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO anteriormente referida. Máxime cuando el recibo de pago con número de folio **********el cual obra a foja 19 de autos, emitido por la Dirección General de Ingresos, de fecha veinticinco de septiembre del dos mil diecinueve, se encuentra a su nombre.
En este sentido, a juicio del suscrito Magistrado, dichas consideraciones, le confieren a la parte actora legitimación procesal suficiente para actuar e intervenir en el presente juicio.

Por su parte, el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, acredita su personalidad con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado, de fecha primero de agosto de dos mil dieciséis,  documental que obra a foja 44 del expediente en el que se actúa. 

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
Por último, se debe de hacer mención, que por auto de fecha diez de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo a los CC. **********, quienes se ostentaron respectivamente como: Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Director de Gestión Jurídica de la citada Secretaría, e Inspector habilitado de la referida Secretaria de Comunicaciones y Transportes, por precluído su derecho para contestar la demanda, y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario.

TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados por la parte actora, mismos que se hacen consistir en “el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, con número de folio **********”; “Oficio ********** de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve, en el que se determina una multa de 300 UMA(s) signado por el Director General de Comunicaciones y Transportes, dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas” y, el “Recibo de pago con número de folio ********** de fecha veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve, expedida por la Dirección General de Ingresos”.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En este sentido, en razón de que en la presente controversia, en consideración de este Juzgador, es necesario analizar entre otras cuestiones, lo relacionado con el interés jurídico por estar involucradas actividades regladas; así como actuaciones de las autoridades que requieren ser revisadas en cuanto a sus alcances jurídicos para efectos de su impugnación; se procede de oficio a su análisis en los siguientes términos:
a) Análisis del interés jurídico y legitimo 
Al respecto, se debe de hacer mención que del escrito inicial de demanda, se desprende que la parte actora niega que haya prestado servicio de transporte público, tal y como lo manifiesta la autoridad demandada en el Acta de retiro controvertida, cuando el Inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes refirió que la hoy actora se encontraba prestando un servicio de transporte público a terceros a título oneroso sin contar con la concesión o licencia correspondiente.
En este orden de ideas, del análisis de dicho escrito de demanda, tampoco se desprende que la parte actora con motivo de sus pretensiones quisiera obtener una sentencia favorable mediante la cual se le reconozca, permita o autorice realizar actividades reglamentadas vinculadas al transporte público de personas utilizando para ello el vehículo de su propiedad; para lo cual, en su caso, en consideración de esta Sala Unitaria sí tendría que acreditarse con documento idóneo –licencia, permiso o autorización dictada por autoridad competente- su interés jurídico para  demandar en juicio los actos impugnados materia de la presente controversia, acorde a lo establecido en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, en el cual se establece textualmente lo siguiente:
ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.
Por lo que se puede concluir que la parte actora cuenta con Interés jurídico suficiente para interponer el presente juicio de nulidad en contra de los actos impugnados; sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, que si bien es cierto, los actos administrativos dictados o ejecutados por las autoridades gozan de una presunción de legalidad que por regla general debe ser desvirtuada por los particulares, cuando se sientan afectados en su esfera jurídica de derechos, como ocurre en el presente asunto; también lo es que ante la negativa de la parte actora de no encontrarse prestando el servicio de transporte público ni se advierte que su afectación consista en que a través de esa actuación administrativa se le estuviere impidiendo la realización de una actividad reglada respecto de la cual, la parte actora manifestara su inconformidad argumentando su derecho a ejercerla y por la cual tuviera que acreditar que cuenta con permiso, licencia o autorización correspondiente, es que no resulta aplicable lo establecido en el tercer párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado y que en consecuencia, esta Sala Unitaria tuviera que decretar configurada la causal de improcedencia prevista en la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
b).- Análisis de la Orden de cobro

Por otra parte, se tiene que la actora señala como acto impugnado en su escrito inicial de demanda, el oficio con número de folio **********, de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual es dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, y en el que medularmente le solicita que efectué el cobro a la parte actora de la infracción consistente en trescientas Unidades de Medida y Actualización, por haber infringido el artículo 132 de la Ley del Transporte Público vigente, tal y como se desprende del acta elaborada por personal de inspección de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve que obra a foja 18 del expediente en el que se actúa.
Al respecto, esta Segunda Sala Unitaria considera respecto de este segundo acto impugnado, la actualización de la causal de improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con los artículos 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y 3°, fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
Lo anterior, debido a que la actuación que se controvierte en esta vía contenciosa administrativa no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad previstos en el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; incluyendo en lo particular a los supuestos establecidos en sus fracciones I y XI, en las cuales se prevé como competencia de este órgano jurisdiccional conocer de aquellas controversias que se promuevan en contra de actos y resoluciones definitivas de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de sus organismos descentralizados cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento de carácter administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Disposiciones jurídicas citadas que establecen textualmente lo siguiente:
Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 
I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

…

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

…”
”.

Se afirma lo anterior, en razón de que conforme a las disposiciones jurídicas anteriormente citadas, las Salas Unitarias del Tribunal conocerán de aquellos juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones definitivas de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento de carácter administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; lo cual requiere invariablemente que exista una actuación de una autoridad administrativa que determine, ordene o ejecute un mandato en agravio de los particulares y que constituya por ende una resolución defintiva, respecto de la cual, este Tribunal esté en condiciones de emitir un pronunciamiento de legalidad.
Resolución administrativa que es definida en el artículo 3°  fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por: 

…
XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”

De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución definitiva emitida por una autoridad estatal, municipal o de uno de sus organismos descentralizados, a efecto de que este Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada determinando para ello si la actuación de la autoridad es susceptible de ser impugnada en esta vía contenciosa administrativa en función de su afectación a un interés jurídico o legítimo del particular y, de ser el caso, si se ajustó a los lineamientos jurídicos que regulan su aplicación y que sustentarían su presunción de legalidad; en particular respecto de la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional.
De lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de las previstas por las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.
En este sentido, la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, emitida por el Director General de Comunicaciones, de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve, al constituir una orden de cobro que gira el Director General de Comunicaciones y Transportes a la Oficina Recaudadora de Finanzas, con motivo de la infracción impuesta a la parte actora por infracción a la Ley de Transporte Público del Estado; no es susceptible de integrar una resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que ponga fin a un procedimiento de manera expresa y que en consecuencia pueda analizarse si cumple con los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional; al tratarse solamente de una comunicación entre autoridades, la cual no se advierte que haya sido emitida con el propósito de afectar la esfera jurídica del gobernado; pues se trata  de un documento emitido de una autoridad a otra, cuyo objeto es hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que debe de contener tales requisitos formales, por ser la que provocaría una molestia en la esfera jurídica del gobernado, resultando aplicable la siguiente tesis aislada:

“Época: Novena Época, Registro: 175530, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.15o.A.46 A, Página: 2057

ORDEN DE COBRO DE UNA MULTA DERIVADA DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA. SU EMISIÓN NO SE ENCUENTRA REGIDA POR LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PORQUE NO ESTÁ DESTINADA A AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.

La emisión de la orden de cobro de una multa derivada de una infracción administrativa, no se encuentra sujeta a la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional, en tanto que no está destinada a afectar la esfera jurídica de los gobernados, pues sólo tiene por objeto hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción de esta índole; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que precisa de la satisfacción de tales requisitos formales, por ser la que provoca molestia en la esfera jurídica del gobernado. De lo que se sigue que la circunstancia de que en la orden de cobro de la multa no se plasme ninguna circunstancia de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa, de ninguna manera implica violación a la garantía de fundamentación y motivación.
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Con base en lo expuesto, en razón de actualizarse la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede decretarse el sobreseimiento del acto consistente en el oficio con número de folio **********, de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual es dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, y en el que medularmente le solicita que efectué el cobro correspondiente a la parte actora, la infracción consistente en trescientas Unidades de Medida y Actualización, por haber infringido el artículo 132 de la Ley del Transporte Público vigente, tal y como se desprende del acta elaborada por personal de inspección de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve, documental que obra a foja 18 del expediente en el que se actúa.
c).- Legitimación Pasiva 

A su vez, la diversa autoridad demandada Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, al momento de producir su contestación de demanda por conducto del Procurador Fiscal, señala que en el presente asunto, existe una falta de legitimación pasiva, ya que los actos impugnados por la actora no fueron emitidos por dicha autoridad.

A juicio de la Sala, en la especie se actualiza parcialmente la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado, que se refiere a los casos que de autos se desprenda claramente que no existe acto impugnado, en lo que hace a la diversa Autoridad Demandada Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado.

En efecto, de acuerdo con las documentales en donde constan los actos impugnados, visibles a fojas 16, 17 y 18 del expediente en que se actúa, se advierte, que el en “el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, con número de folio **********”, fue emitida por el inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado; y el “Oficio ********** de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve”, fue emitido por el Director General de Comunicaciones, documentales que ya fueron valoradas con anterioridad.

Por consiguiente, con fundamento en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado, se declara el sobreseimiento parcial de éste Juicio Contencioso Administrativo, por lo que se refiere a las diversa Autoridad Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado.

Sin embargo, se debe de precisar, que esta Sala Unitaria no es omisa en precisar, que el sobreseimiento decretado, no exime a la citada autoridad, de efectuar todas las actividades de su esfera competencial, para cumplir la sentencia que se dicte por ésta Sala, ya que de acuerdo con lo que dispone el artículo 253 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el cumplimiento de las sentencia es de orden público e interés general, por lo que todas las autoridades están obligadas a su cumplimiento, incluso las que no fueron demandadas, por lo que le resulta aplicable el procedimiento de ejecución de sentencias previsto en los artículos  255, 256, 257, 258, y 259 del Código en cita.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora, se localizan a fojas de la 06 a la 11 del escrito inicial de demanda, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- De conformidad con el principio de mayor beneficio establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, este Juzgador procede a estudiar los conceptos de impugnación marcados como primero y tercero que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda al estar relacionados entre sí, al argüir una falta de fundamentación y motivación respecto del Acta de Retiro de Vehículo impugnada, al señalar medularmente lo siguiente:

Que el Acta de Retiro de Vehículo carece de la debida fundamentación y motivación, ya que no ha infringido lo dispuesto por los artículos 30 y 32 de la Ley del Transporte Público en el Estado de San Luis Potosí.

Que lo anterior es así, ya que no presta servicios de transporte público, y que al momento de la detención de su vehículo viajaba con una compañera de trabajo, situación que constató el Inspector de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, al señalar en el acto impugnado que la pasajera era la C. **********. 

Que con la emisión de los actos impugnados  se violan sus garantías, al carecer de los elementos del acto administrativo, exigidos en los términos del artículo 164 fracciones I y V del Código de Procedimientos Administrativos del Estado, al no estar fundado ni motivado, ya que no es prestadora de los servicios de transporte público, ni privado. 

Por otra parte, se debe de hacer mención, que por auto de fecha diez de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo a los CC. **********, quienes se ostentaron respectivamente como: Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Director de Gestión Jurídica de la citada Secretaría, e Inspector habilitado de la referida Secretaria de Comunicaciones y Transportes, por precluido su derecho para contestar la demanda, y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario.

A juicio del suscrito Magistrado, los conceptos de impugnación que hace valer la demandante señalados como primero y tercero, son sustancialmente fundados, y por lo tanto suficientes para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En primer lugar, los agravios de la parte accionante se encuentran encaminados a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

 Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16 constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerzan lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Debe precisarse que el requisito de motivación de los actos de autoridad, en la presente litis a resolver, se encuentra reflejado en el último párrafo del artículo 122 del Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí  que señala: 

Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí
“ARTICULO 122. La Secretaría ejecutará las medidas de seguridad habilitando al personal necesario para ello, se notificarán las mismas al responsable que corresponda si se encontrare en el lugar donde aquélla se ejecute. Si no se encontrare, se llevará adelante la medida, entendiéndose la diligencia con la persona que se encuentre, sin perjuicio de notificarle al responsable en su domicilio.

Con la notificación se le entregará copia autorizada de la orden que contenga la medida, previniéndole del empleo de la fuerza pública y de las sanciones que señala la Ley para el caso de desobediencia, todo lo cual se deberá de asentar en el acta circunstanciada que al efecto se levante.

El personal de la Secretaría debidamente habilitado, podrá aplicar las medidas de seguridad sin que medie orden, sólo en caso de flagrancia, en cuyo caso deberá asentar detalladamente en el acta de la diligencia los pormenores de los hechos constitutivos de infracción a las disposiciones legales o reglamentarias y poner el objeto asegurado a disposición inmediata de la autoridad competente para la instauración de los procedimientos administrativos procedentes.”

En primer término, y de acuerdo a la disposición legal referida, se desprende que el personal de la Secretaría debidamente habilitado, podrá aplicar las medidas de seguridad sin que  medie orden, solamente en el caso de flagrancia, para lo cual deberá de asentar detalladamente en el acta de la diligencia los pormenores de los hechos constitutivos de infracción a las disposiciones legales y reglamentarias, ello con la finalidad de proteger al particular al momento de verse afectado en sus derechos con las prácticas de inspección y no dejarles en incertidumbre jurídica de saber si quien actúa en las mismas carece de facultades para ello, máxime que con las mismas se pudiere generar una afectación a los intereses jurídicos de los particulares inspeccionados. 
Lo anterior, también se encuentra previsto en el Código Procesal Administrativo para el Estado, ordenamiento que resulta aplicable al acto hoy controvertido, al establecer en su artículo 200, lo siguiente:

“ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.”

De los preceptos anteriormente transcritos, se advierte que en toda visita de inspección y/o verificación se levantara acta circunstanciada, misma que deberá de contener la fundamentación y motivación exigida por la ley.

En virtud de las anteriores razones, el suscrito Magistrado concluye que las actas retiro de vehículo no concesionario/no permisionario –como lo es la impugnada en este juicio- deben de cumplir con el requisito constitucional de fundamentación y motivación -establecido en el artículo 16, constitucional-, tan es así que el mismo quedó reflejado en la legislación y reglamentación aplicable. 

Establecido lo anterior, se tiene a la vista el  acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario impugnada, con número de folio **********, que obra en la foja 16 y 17 del expediente en que se actúa, la cual se digitaliza a continuación:

DIGITALIZACIÓN
De la simple revisión realizada por este Juzgador al acta impugnada, se desprende que la enjuiciada invoco que la parte actora se encontraba infringiendo lo dispuesto por los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público del Estado, disposiciones legales que se reproducen a continuación:
“ARTICULO 30. Los propietarios o conductores de vehículos particulares no podrán por sí o por conducto de terceros, directa o indirectamente prestar servicio de transporte a terceros a título oneroso en contravención a esta Ley o a las disposiciones de carácter general aplicables.”

“ARTICULO 32. Para efectos de esta Ley y sus ordenamientos reglamentarios, constituye servicio público de transporte de pasajeros o de carga, exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o de un permiso temporal expedidos por las autoridades competentes, en los términos que en la misma se señalan.”


De los artículos anteriormente  transcritos, se desprende las siguientes hipótesis:

a.-  que es servicio público de transporte de pasajeros, el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o de un permiso temporal expedido por las autoridades competentes; 

b.- que los propietarios o conductores de vehículos particulares no podrán por sí o por conducto de terceros, prestar servicio de transporte a terceros a título oneroso en contravención a la ley de la materia.

En ese sentido, se tiene que de la motivación del acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, se hizo consistir, en que al momento en que el inspector realizaba funciones de inspección y vigilancia se percató de un vehículo ********** de color blanco, con placas de circulación **********, el cual se detuvo sobre Avenida Benito Juárez frente a la **********, mismo que llevaba a una persona en el asiento trasero, y que una vez que se identificó procedió a entrevistar a dicha persona, la cual dijo llamarse **********, quien le manifestó que venía desde el ********** con destino a la **********, y quien le dio una cooperación a la conductora de **********, que después entrevisto al conductor del vehículo, quien le manifestó de viva voz que traía a dos pasajeros y a uno de ellos lo dejo calles atrás sin mencionar el costo de esta persona solo que le dio para la gasolina, y a la persona que dejo frente a la **********, solo le dio ********** como pago, acto seguido le pidió a la conductora que se identificara, así como a la unidad que conducía, presentando tarjeta de circulación y licencia de conducir a favor de la C. **********, acto seguido se le informo a la conductora que su vehículo seria retirado de la circulación por no contar con la concesión o el permiso para realizar el servicio de transporte público y que dicha unidad quedaría puesta a disposición de la Secretaria de Comunicaciones y Transporte.

Motivo por el cual, se tiene que la motivación utilizada por la diversa autoridad demandada inspector de la Secretaria de Comunicaciones y Transporte, no resulta ser suficiente para motivar el acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario; pues el emisor en ningún momento señala cuales fueron las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo en consideración para la emisión de dicha acta, ni la adecuación correspondiente entre los motivos aducidos y las normas aplicables; es decir, en ningún momento manifiesta cual situación fue la que aconteció.

Lo anterior es así, ya que en primer términos se debe de precisar que en lo expuesto en el acta impugnada se señala que la C. **********, le manifestó que venía desde el ********** con destino a la **********, y que le dio una cooperación al conductor de cien pesos; es decir en ningún momento dicha persona manifiesta que solicito un servicio de transporte público y que le estuviera dando al conductor del vehículo un pago por dicho servicio.

Por otra parte, se debe de manifestar que del escrito inicial de demanda se desprende que la parte actora demuestra que la persona que entrevisto el inspector demandado, era una compañera de trabajo, y que únicamente la llevo del centro de trabajo a la **********. 
Motivo de lo anterior, se puede concluir que no existen las circunstancias suficientes, para que la autoridad demandada pudiera determinar que la parte actora se encontraba prestando servicio de transporte  y público a título oneroso sin la concesión correspondiente, ello en virtud de que las manifestaciones que supuestamente realizó la pasajera del vehículo, así como de la infractora, no se desprende dicha situación, ya que como se manifestó con anterioridad, la pasajera del vehículo manifestó que dio una cooperación, aunado a que se demostró que en el escrito inicial de demanda, que era una compañera de trabajo, y que solamente la transporto del hospital a la terminal terrestre potosina. 
Lo anterior es así, pues no debe perderse de vista que la motivación son las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución; lo que evidentemente no se cumplió en la especie, pues dentro del cuerpo del acto impugnado, nunca se señalaron esas circunstancias y razones por las que se pudiera considerar que efectivamente en ese momento la parte actora se encontraba realizando las funciones de servicio de transporte público a título oneroso sin contar con el permiso o concesión correspondiente; así como la forma en que la enjuiciada se cercioró de ello detallando los datos correspondientes a modo tiempo y lugar.
Por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en motivar el acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario con número de folio **********, en términos de los artículos 16 Constitucional; 164, fracción V y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no señalar las circunstancias y razones por las que se pudiera considerar que la parte actora efectivamente se encontraba realizando el servicio de transporte público a título oneroso sin la concesión o permiso para ello, contraviniendo lo dispuesto por los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público del Estado.

**********Por otra parte, se debe de hacer mención que por auto de fecha de diez de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo a los CC. **********, quienes se ostentaron respectivamente como: Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Director de Gestión Jurídica de la citada Secretaría, e Inspector habilitado de la referida Secretaria de Comunicaciones y Transportes, por precluido su derecho para contestar la demanda, y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario; por lo que en ese sentido, y ante falta de probanza alguna que desvirtué lo manifestado por la parte actora en su escrito inicial de demanda,  se tiene a las diversas autoridades demandadas por afirmando los hechos de la demanda, en la cual manifiesta la parte actora que no se encontraba en el supuesto de los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público del Estado. 
Y en el presente asunto, la parte actora en su demanda demostró que la persona que la iba acompañando era una compañera de trabajo, a la cual la traslado de su centro de trabajo, a la terminal terrestre potosina.**********Así las cosas, este Juzgador concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado consistente en el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de motivación, situación que deja en estado de indefensión al hoy actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales, por lo que, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ausencia de motivación del acto impugnado.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario con número de folio **********, levantada con fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno. Lo anterior es así, toda vez que si bien la omisión de motivar el acta de retiro de vehículo, constituye la desatención de un requisito formal; lo cierto es que en este caso la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, pues si el requisito señalado sólo puede constar en dicha acta, no podrían retrotraerse las circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron su levantamiento para enmendar dicha violación, máxime si se toma en cuenta que ese tipo de actuación en el caso que nos ocupa, se realizó en el supuesto de flagrancia, previsto en el último párrafo del artículo 122 del Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí.

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario –como en su momento fue el secuestro del vehículo propiedad de la parte actora, y el pago de la multa derivado de ella -, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.

Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la autoridad demandada:
· Que realice las gestiones necesarias para que le sea reintegrada a la parte actora, la cantidad de ********** la cual realizó por motivo del secuestro de su vehículo, situación que se demuestra con el recibo expedido por la Dirección General de Ingresos de fecha veinticinco de septiembre de dos mil nueve, con número de folio **********, documental que obra a foja 19 del expediente en el que se actúa.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracciones I y II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el “ACTA RETIRO VEHÍCULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO” de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, con número de folio **********por lo que se deja sin efecto legal alguno; y se ordena la devolución de la cantidad monetaria erogada por la actora como consecuencia de dicha acta, de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
� “ARTÍCULO 252…


(…)


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


(…)


V. Estar fundado y motivado…”





ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


(…)


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado…”





ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época.


� Séptima Época Registro: 238369 Instancia: Segunda Sala Tesis aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen: 80, Tercera Parte Materias: administrativa y común  Página: 36


� Séptima Época Registro: 238212 Instancia: Segunda Sala Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volúmenes: 97-102, Tercera Parte Materia: común Página: 143





